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CORTE 
SUPREMA 
DEJUSTICIA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD: 

"GERARDO BAEZ MAIOLA C/ ART. 16 INC. F) 
Y 143 DE LA LEY 1626/2000". AÑO: 2016 — N° 
1601. 	  

ACUERDO Y SENTENCIA NUMERO: (1.,t1t cf21 CleOral CA1 QUOCCUD 

En la Ciudad de Asunción, Capital de la República del Paraguay, a 
los 	rec.st_ 	días del mes de at) u ero 	del año dos mil diecisiete, 
estando n la Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, los Excmos. Señores 
Ministros de la Sala Constitucional, Doctores ANTONIO FRETES, GLADYS 
BAREIRO DE MÓDICA y MIRYAM PEÑA CANDIA, ante mí, el Secretario 
autorizante, se trajo al acuerdo el expediente caratulado: ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD: "GERARDO BAEZ MAIOLA C/ ART. 16 INC. F) Y 
143 DE LA LEY 1626/2000", a fin de resolver la acción de inconstitucionalidad 
promovida por el Abogado Gerardo Báez Maiola, por sus propios derechos y en causa 
propia. 

	

	  
Previo estudio de los antecedentes del caso, la Corte Suprema de Justicia, Sala 

Constitucional, resolvió plantear y votar la siguiente: 	  

CUESTION: 

¿Es procedente la acción de inconstitucionalidad deducida?. 	  
A la cuestión planteada el Doctor FRETES dijo: El Sr. GERARDO BAEZ 

MAIOLA, promueve Acción de Inconstitucionalidad contra el Art. 251° de la Ley de 
Organización Administrativa del 22 de junio de 1909 y contra el Art. 1° de la Ley N° 
3989/2010 que modifica los Arts. 16° inc. f) y 143° de la Ley N° 1626/2000 "De la Función 
Pública". 	  

De la documentación acompañada, surge que efectivamente por Resolución N° 6545 
de fecha 13 Setiembre de 2016, La Corte Suprema de Justicia declara vacante el cargo de 
Miembro del Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, Segunda sala de la 
Circunscripción Judicial de Capital, ocupado por el Magistrado GERARDO BAEZ 
MAIOLA, y se agradece al mismo por los servicios prestados durante su ejercicio en la 
Magistratura. 	  

Manifiesta que la ley impugnada viola normas y principios constitucionales, 
lesionando en consecuencia derechos otorgados y reconocidos por la Carta Magna, en los 
Artículos 47°, 83° y 87°, ya que conculcan su derecho a reincorporarse de la Función 
Pública por el hecho de haber obtenido la declaración de su derecho a la jubilación por los 
años de servicios al Estado. 	  

Respecto a la impugnación de los Arts. 16° inc. f) y 143° de la Ley N° 1626/2000 
"De la Función Pública" y el Art. 1° de la Ley 3989/2010, considero la inexistencia de 
agravio actual, que significa que el gravamen no existe al momento en que se resuelve la 
acción de inconstitucionalidad, debido a que el recurrente no demuestra una concreta 
afectación de derechos en detrimento a las normativas atacadas, el mismo se limita a 
efectuar consideraciones genéricas que se asemejan más a un juicio de valor y en el caso 
concreto no se constata que se produzca perjuicio alguno a la parte actora, en razón de que 
el mismo no se ha vuelto a reincorporar a la Función Pública. En este caso se presentan dos 
cuestion que merecen consideración; la primera, guarda relación con la postura de esta 
Sala r- 	to a las disposiciones impugnadls por la accionante. Así, tal y como lo 

o que puede corroborarse con sencis fallos contestes y uniformes emanados de 
uprema, las normativas impugnadlis han sido declaradas de inconstitucional 
ente desde las primeras impugnaciones luego de su entrada en vigencia. La Sala 
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ha verificado la conculcación de disposiciones constitucionales en su contenido resolviendo 
en consecuencia. No obstante ello, la mecánica del control de constitucionalidad de los 
actos normativos dispone que la declaración de inaplicabilidad de los mismos se aplica 
restrictivamente, ello en virtud de lo que dispone ya en el inicio el artículo 555° de la Ley 
N°1337/88 cuando dispone tajantemente: "La sentencia de la Corte Suprema sólo tendrá 
efecto para el caso concreto". Y ello igualmente en atención a que a diferencia de otras 
latitudes jurisdiccionales, la declaración de inconstitucionalidad de las normas no tiene en 
el Paraguay un efecto derogatorio, siendo esta potestad privativa de otro poder del Estado, 
lo que implica la obligación legal de impugnar la disposición cada vez que la misma resulte 
violatoria de los derechos consagrados constitucionalmente, lo cual evidentemente no 
puede ser obviado precisamente por la Sala Constitucional de la Máxima Instancia. De 
igual modo respecto al Art. 251° de la Ley de Organización Administrativa del año 1909, 
constatamos que no corresponde su estudio ya que el accionante no se encuentra 
percibiendo doble remuneración por parte del Estado, es más el mismo arguye a fs. 09 de 
autos: "... Que actualmente se halla en gestión administrativa la tramitación de 
jubilación...", lo cual no consta en su presentación, debido a que el mismo no adjuntó 
algún documento que certifique los tramites mencionados. 	  

En otro orden de ideas, de las disposiciones que rigen y guardan relación con la 
acción autónoma de inconstitucionalidad, esto es, de la Constitución Nacional en su artículo 
132, del Código de Procedimientos Civiles en su artículo 550 y siguientes; y su 
complementación en la Ley N° 609/95 "Que organiza la Corte Suprema de Justicia" 
artículos 11 y 12, emergen los requisitos para la viabilidad de este tipo de acciones los 
cuales pueden ser resumidos en los siguientes: a) la individualización del acto normativo de 
autoridad, aquél de carácter general o particular, señalado como contrario a disposiciones 
constitucionales; b) la especificación del precepto de rango constitucional que se entienda 
como vulnerado y c) en lo que hace a la fundamentación de la acción, la demostración 
suficiente y eficiente de agravios que irán a constituirse en el eje central de la 
justificación de la inaplicabilidad. 	  

En el caso en cuestión es precisamente éste el requisito no observado por el 
accionante, elemento habilitante que no puede ser desconocido ni pasado por alto en el 
control de constitucionalidad de las leyes, ello debido a la notable trascendencia que 
deviene, en caso de ser positivo, del resultado de la acción. Siendo la consecuencia una 
sentencia que eventualmente haga lugar a un planteamiento constitucional, el efecto 
inmediato de tal pronunciamiento es la no ejecución de una orden emanada nada más y 
nada menos que de uno de los poderes del Estado, esto es, una desobediencia autorizada 
judicialmente a desconocer sobre una persona o personas una disposición que ha recorrido 
todos los canales legales para su vigencia al tiempo de ser dictada en virtud de la soberanía 
de un Estado. 	  

En prosecución del estudio y analizando las pretensiones canalizadas por la presente 
acción es dable concluir que las mismas no reúnen los requisitos exigidos por la ley para 
enervar la validez de la disposición que ataca, ello se da en base a la falta de expresión 
detallada del agravio concreto que le acarrea a la parte actora la aplicación de los textos 
impugnados siendo que aquella se centra más bien en una apreciación respecto del 
encuadre de los mismos en el marco constitucional sin demostrar fehacientemente v.g. la 
existencia de un proceso en el cual se encuentre la posibilidad de verse afectado por la 
aplicación de la normativa que ataca. En este sentido, esta Sala ha especificado siempre en 
situaciones similares lo imprescindible de señalar la obligación de la existencia un nexo 
efectivo entre el agravio y la garantía constitucional a invocarse, en el caso particular ese 
nexo no se encuentra detallado ni constatado en el escrito de promoción de la acción. 	 

En doctrina, Néstor Pedro Sagües en "Derecho Procesal Constitucional. Recurso 
Extraordinario", pág. 488 expone que: "Sabido es, dentro de la economía del recurso 
extraordinario, que no se lo destina para resolver consultas, ni para discutir ...///... 
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/... "cuestiones abstractas", sino para impugnar decisiones que produzcan agravios 
ate dibles. En resumen, la inexistencia de agravios cancela la competencia de la Corte 
Sup ema, ajos fines del recurso extraordinario" y agrega "No cualquier agravio o 
perjuicio,,  ¿onviene advertirlo, es reparable por medio del recurso extraordinario. El 
"agravio atendible" por esta vía excluye la consideración de cierto perjuicios, como los 
inciertos, los derivados de la propia conducta del recurrente, o los ajenos al promotor del 
recurso". Ya a nivel nacional cabe aquí traer a colación lo expresado por el Dr. Casco 
Pagano en su obra Código Procesal Civil Comentado y Concordado cuando en referencia a 
la declaración en abstracto y el interés legítimo en este tipo de acciones nos dice: "...debe 
existir un interés en obtener la declaración por parte del afectado, de modo a tutelar 
efectivamente un derecho violado. Siendo así, no se concibe la declaración en abstracto de 
la inconstitucionalidad, vale decir, en el sólo beneficio de la ley, sin un concreto y legítimo 
interés en su declaración... ". 	  

La Corte Suprema de Justicia no se ha mostrado renuente a la adopción del 
pensamiento jurídico en cuestión, habiéndose pronunciado en anteriores oportunidades en 
el sentido señalado, así "La acción de inconstitucionalidad no puede tener por finalidad 
una decisión en abstracto, ni puede ser promovida por terceros que aleguen intereses 
ajenos" y agrega "el titular del derecho lesionado debe demostrar de manera fehaciente su 
legitimación para la promoción de la acción de inconstitucionalidad, y su interés debe 
surgir de manera clara y constituye un requisito habilitante necesario la demostración del 
gravamen o perjuicio que afecta a ese interés, pues de otro modo no existiría una relación 
directa que amerite el estudio de la cuestión introductoria con la acción" (Ac y Sent. 91, 
14/03/2005). 	  

Como se ve, esta Sala ha sostenido ya la importancia de la identificación, 
dimensionamiento y comprobación de un agravio, concreto, real y cierto a efectos de la 
viabilidad de la acción de inconstitucionalidad, no siendo eficientes las alegaciones sobre 
posibilidades, por más ciertas que sean, de sufrirlos así como tampoco las que guarden 
relación con la defensa de las atribuciones de tal o cual organismo por parte de sus 
componentes ante el supuesto ataque a sus facultades inmerso en las disposiciones cuya 
inaplicabilidad pretenden. 	  

Por todo lo precedentemente expuesto, visto el parecer del Ministerio Público, 
corresponde no hacer lugar a la presente acción de inconstitucionalidad. Es mi voto. 	 

A su turno la Doctora PEÑA CANDIA dijo: Se presenta ante esta Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia el señor Gerardo Báez Maiola, en causa 
propia, a promover acción de inconstitucionalidad contra el Art. 1° de la Ley N° 3989/2010, 
que modifica los Arts. 16 inc. f) y 143 de la Ley N° 1626/2000 "De la Función Pública" y 
contra el Art. 251 de la Ley N° 22/1909 "De Organización Administrativa y Financiera del 
Estado". 	  

Señala el accionante, como fundamento de su presentación, que: "...resulta evidente 
la inaplicabilidad de las normas individualizadas porque no condicen con los principios y 
normas de la Constitución y expresamente el Art. 47 que impone sin restricción, la 
igualdad de to os ante la ley. Que el haber jubilatorio no es sueldo pues es un especial 
contrato bil 	1 o de contrapuestas obligacio s para las partes, con base esencia en la 
previsión s cir unstancia futura. Que por otr parte, la normativa inconstitucional se 
mue 	 evidente porque impide al ejer icio de una profesión legal, por lo que su 
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denegación atenta con el derecho inalienable de subsistencia. Es apoyo legal el propio Art. 
83 C.N que consagra el derecho a ejercer trabajo lícito, concordante con el 87" (Sic.). 	 

Analizados el escrito de promoción de la presente acción y su escrito ampliatorio 
(fs. 19/20), se advierte que el accionante cuestiona enfáticamente la exigencia establecida 
en el Art. 251 de la Ley N° 22/1909 "De Organización Administrativa y Financiera del 
Estado" que lo obliga, como funcionario jubilado de la Administración de Justicia por 
Resolución DGJP—B. N° 1422 de fecha 18 de abril de 2017 dictado por la Dirección 
General de Jubilaciones y Pensiones del Ministerio de Hacienda (f. 10) vuelto a contratar 
en fecha 1 de diciembre de 2016 por la Corte Suprema de Justicia —Profesional I, 
Categoría XP1, Subprograma Conducción Superior de Justicia— para cumplir funciones en 
el Gabinete del Señor Ministro Cesar Garay, a optar entre percibir su haber jubilatorio o 
cobrar el salario que le corresponde por el cargo público que ocupa actualmente. 	 

Vemos que la norma en estudio, contempla la situación del funcionario público 
pasivo (jubilado) que vuelve a ocupar un cargo a servicio del Estado quien, de acuerdo con 
la ley, debe optar por la remuneración que percibe en el ejercicio de sus funciones o por los 
haberes percibidos en concepto de jubilación. Al respecto, considero que el Art. 251 de la 
Ley de Organización Administrativa y Financiera del Estado efectivamente deviene 
inconstitucional, dado que obliga al jubilado a renunciar a su haber jubilatorio o a su salario 
en abierta contradicción con el Art. 86 de la Constitución, que consagra la irrenunciabilidad 
de los derechos del trabajador. 	  

Es menester tener presente que la jubilación fue instituida como un derecho que 
asiste a todos los funcionarios o empleados, que han aportado parte de su salario a lo largo 
de su carrera pública para que, luego de cumplidos los requisitos legales para poder 
retirarse de la función, reciban una renta o remuneración vitalicia que les permita llevar una 
vida digna, es decir, el haber jubilatorio percibido por el jubilado no es un salario por los 
trabajos realizados, sino una devolución de los aportes que el mismo ha hecho durante todo 
el tiempo de trabajo; lo cual reafirma la conclusión que, no es posible que el funcionario 
jubilado sea obligado a renunciar a parte de su patrimonio o a su salario para seguir 
prestando sus servicios al Estado. 	  

Respecto del Art. 1° de la Ley N° 3989/2010 —que modifica los artículos 16 inc. 
y el 143 de la Ley N° 1626/2000—, que inhabilita al jubilado para el ingreso a la función 
pública, advierto que pone de manifiesto la pretensión de constituirse en un obstáculo 
legislativo para el acceso a la función pública de los jubilados, lesionando lo dispuesto por 
el Art. 47 de la Constitución Nacional, que exige como sola condición la "idoneidad" para 
el acceso a las funciones públicas no electivas. Sensatamente, podemos sostener que tal ley 
no puede conferirles prerrogativas a las autoridades que, en los hechos, traduzcan el 
marginamiento de un principio constitucional tan fundamental como lo es la vigencia de la 
igualdad, principio éste ya consagrado en el preámbulo de nuestra Carta Magna, con la 
finalidad de proteger la dignidad humana así como en el Art. 33 de la Ley Suprema, puesto 
que de no observar y declarar la manifiesta inconstitucionalidad contenida en la nueva 
redacción del Art. 16 inc. O de la Ley 1626/2000, estaríamos socavando la dignidad 
humana de los jubilados, así como conculcando su derecho al trabajo. Igualmente, éstos 
derechos citados son erigidos en la categoría de derechos humanos, situación ésta que nos 
impide pasarla por alto, además de tener presente que el Estado Paraguayo está obligado a 
cumplirlos por ser signatario de varios instrumentos internacionales en materia de derechos 
humanos. 	  

Escenario homólogo se presenta en la nueva redacción del artículo 143, la 
manifiesta inconstitucionalidad subsiste al establecer que los jubilados solo podrán ser 
reincorporados a la función pública en situaciones excepcionales o por falta de recursos 
humanos, situación que es, también, radicalmente contraria al orden constitucional, ya que 
de consentir lo estipulado se presentaría una situación discriminatoria con los demás 
postulantes al mismo cargo (Art. 88 C.N.). Debe aclararse que la precedente afirmación no 
implica que se dispense a los jubilados de que se sometan al concurso de méritos en...///... 

denegación atenta con el derecho inalienable de subsistencia. Es qpoyo legal el propio Art.

83 C.N que consagra el derecho a ejercer trabajo lícito, concordante con el 87" (Sic.).-----

Analizados el escrito de promoción de la presente acción y su escrito ampliatorio
(fs. 19/20), se advierte que el accionante cuestiona enfáticamente la exigencia establecida

en el Art. 251 de laLey N' 2211909 "De Organización Administrativa y Ftnanciera del

Estado" que lo obliga, como funcionario jubilado de la Administración de Justicia por

Resolución DGJP-B. N' 1422 de fecha 18 de abril de 2017 dictado por la Dirección

General de Jubilaciones y Pensiones del Ministerio de Hacienda (f. 10) vuelto a contratar

en fecha 1 de diciembre de 2016 por la Corte Suprema de Justicia -Profesional 
I,

Categoría XPl, Subprograma Conducción Superior de Justicia- para cumplir funciones en

el Gabinete del Señor Ministro Cesar Garay, a optar entre percibir su haber jubilatorio o

cobrar el salario que le corresponde por el cargo público que ocupa actualmente.-------------
Vemos que la norna en estudio, contempla la situación del funcionario público

pasivo (ubilado) que vuelve a ocupar un cargo a servicio del Estado quien, de acuerdo con

la ley, debe optar por la remuneración que percibe en el ejercicio de sus funciones o por los

haberes percibidos en concepto de jubilación. Al respecto, considero que el Art.251 de la

Ley de Organización Administrativa y Financiera del Estado efectivamente deviene

inconstitucional, dado que obliga al jubilado a renunciar a su haber jubilatorio o a su salario

en abierta contradicción con el Art. 86 de la Constitución, que consagra la irrenunciabilidad
de los derechos del trabajador

Es menester tener presente que la jubilación fue instituida como un derecho que

asiste a todos los funcionarios o empleados, que han aportado parte de su salario a lo largo

de su carrera pública para que, luego de cumplidos los requisitos legales para poder

retirarse de la función, reciban una renta o remuneración vitalicia que les permita llevar una

vida digna, es decir, el haber jubilatorio percibido por el jubilado no es un salario por los

trabajos realizados, sino una devolución de los aportes que el mismo ha hecho durante todo

el tiempo de trabajo; lo cual reafirma la conclusión que, no es posible que el funcionario
jubilado sea obligado a renunciar a parte de su patrimonio o a su salario para seguir

prestando sus servicios al Estado
Respecto del Art. 1o de la Ley N" 398912010 -que modifica los artículos 16 inc. f)

y el 143 de la Ley N' 162612000-, que inhabilita al jubilado para el ingreso a la función
pública, advierto que pone de manifiesto la pretensión de constituirse en un obstáculo

legislativo para el acceso a la función pública de los jubilados, lesionando lo dispuesto por

el Art. 47 de la Constitución Nacional, que exige como sola condición la "idoneidad" para

el acceso a las funciones públicas no electivas. Sensatamente, podemos sostener que tal ley
no puede conferirles prerrogativas a las autoridades que, en los hechos, traduzcan el

marginamiento de un principio constitucional tan fundamental como lo es la vigencia de la

igualdad, principio éste ya consagrado en el preámbulo de nuestra Carta Magna, con la
finalidad de proteger la dignidad humana así como en el Art. 33 de laLey Suprema, puesto

que de no observar y declarar la manifiesta inconstitucionalidad contenida en la nueva

redacción del Art. 16 inc. f) de la Ley 162612000, estaríamos socavando la dignidad
humana de los jubilados, así como conculcando su derecho al trabajo. Igualmente, éstos

derechos citados son erigidos en la categoría de derechos humanos, situación ésta que nos

impide pasarla por alto, además de tener presente que el Estado Paraguayo está obligado a

cumplirlos por ser signatario de varios instrumentos internacionales en materia de derechos

humanos.--
Escenario homólogo se presenta en la nueva redacción del artículo 143, la

manifiesta inconstitucionalidad subsiste al establecer que los jubilados solo podrán ser

reincorporados a la función pública en situaciones excepcionales o por falta de recursos

humanos, situación que es, también, radicalmente contraria al orden constitucional, ya que

de consentir lo estipulado se presentaría una situación discriminatoria con los demás

postulantes al mismo cargo (Art. 8S C.N.). Debe aclararse que la precedente afirmación no

implica que se dispense a los jubilados de que se sometan al concurso de méritos en...lll ...
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///...igualdad de condiciones, previsto en el Art. 15 de la Ley N° 1626/2000, por el 
si ple hecho de que cuenten con experiencia y especialización por ser jubilados. 
Si lernente considero que la nueva redacción del artículo 143, al establecer la referida 
restricción, además de ser discriminatoria conculca el principio de igualdad proclamado en 
el Art. 46 de la Constitución Nacional, que expresamente manda al Estado remover los 
obstáculos e impedir los factores que mantengan o propicien discriminaciones. 	  

El Art. 17 de la Ley N° 1626/2000, que dispone: "El acto jurídico por el que se 
dispuso el ingreso a la función pública en trasgresión a la presente ley o sus reglamentos 
será nulo, cualquiera sea el tiempo transcurrido. Los actos del afectado serán anulables, 
sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que pudiera corresponder 
a los responsables del nombramiento. La responsabilidad civil de los funcionarios, 
contratados y auxiliares, será siempre personal y anterior a la del Estado, que responderá 
subsidiariamente", deviene igualmente inconstitucional, y esto es así, porque si 
consideramos y declaramos inconstitucional al artículo 16 inc. f) mal podríamos no hacer lo 

• 
mismo con respecto a este articulo 17, que es consecuencia directa de la 
inconstitucionalidad contenida tanto en el artículo precitado así como en el artículo 1° de su 
ley modificatoria, la Ley N° 3989/2010. Como puede apreciarse, el articulo 16 inc. f) de la 
Ley N° 1626/2000 o el artículo 1° de la Ley N° 3989/2010 imponen una inhabilitación al 
jubilado que puede o pretende volver a contratar con el Estado, y el artículo 17 de dicha ley 
declara nulo el acto jurídico por el que se dispuso el ingreso a la función pública en 
transgresión de esa ley, en este caso, el ingreso del jubilado. 	  

Por todo lo anterior, estimo que corresponde declarar la inconstitucionalidad de los 
artículos analizados precedentemente, porque debemos entender que ni la ley —en este 
caso la Ley N° 3989/2010 y la Ley N° 22/1909— ni normativa alguna pueden oponerse a lo 
establecido en la Constitución Nacional, puesto que carecerán de validez conforme al orden 
de prelación que rige nuestro sistema positivo (Art. 137 de la Constitución). 	  

Por las consideraciones que anteceden, corresponde hacer lugar a la acción 
promovida y, en consecuencia, declarar la inaplicabilidad del Art. 1° de la Ley N° 
3989/2010 —que modifica los artículos 16 inc. f) y 143 de la Ley N° 1626/2000—, del Art. 
17 de la Ley N° 1626/2000 "De la Función Pública" y del Art. 251 de la Ley N° 22/1909 
"De Organización Administrativa y Financiera del Estado", con relación al accionante; así 

• como el levantamiento de la medida de suspensión de los efectos de las normas impugnadas 
concedida por el A.I. N° 234 de fecha 14 de febrero de 2017. Es mi voto. 	  

A su turno la Doctora BAREIRO DE MÓDICA dijo: El Señor Gerardo Báez 
Maiola, por sus propios derechos y bajo patrocinio de Abogado, en su calidad de Jubilado 
de la Administración de Justicia conforme a la Resolución DGJP-B N° 1422 de fecha 18 de 
abril de 2017 del Ministerio de Hacienda cuya copia autenticada acompaña, se presenta 
ante esta Corte Suprema de Justicia a fin de solicitar la inaplicabilidad de los Arts.16 Inc. 0 
y 143 de la Ley N° 1626/00 "DE LA FUNCIÓN PÚBLICA" (modificados por Ley N° 
3989/10) y contra el Art. 251 de la Ley de Organización Administrativa. 	  

Manifiesta el accionante que luego de haberse jubilado de la Administración de 
Justicia fue contratado para prestar servicios en el Gabinete del Ministro Dr. César Garay, 
sin embargo 	ido a la vigencia de las normas impugnadas su salario por este nuevo cargo 
fue blo•ue 	or el Ministerio de Hacienda debido a su condición de jubilado. Arguye que 
las ci 	as legales conculcan su derecho a acceder a un cargo de la Función Pública 
por 	haber obtenido la declaración de su derecho a la jubilación por los años de 
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igualdad de condiciones, previsto en el Art. 15 de la Ley N" 162612000, por el

hpcho de que cuenten con experiencia y especialización por ser jubilados.

S considero que la nueva redacción del artículo 143, al establecer la referida

restricción, además de ser discriminatoria conculca el principio de igualdad proclamado en

el Art. 46 de la Constitución Nacional, que expresamente manda al Estado remover los

obstáculos e impedir los factores que mantengan o propicien discriminaciones.------
El Art. 17 de la Ley N" 162612000, que dispone: "El octo jurídico por el que se

rlispuso el ingreso a la función pública en trasgresión a la presente ley o sus reglamentos

seiá nulo, cualquiera sea el tiempo transcurrido. Los actos del afectado serán anulables,

sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que pudiera coruesponder

a los responsables del nombramiento. La responsabilidad civil de los funcionarios,
contratados y atmiliares, será siempre personal y anterior a la del Estado, que responderá

subsidiariamente " , deviene igualmente inconstitucional, y esto es así, porque si

consideramos y declaramos inconstitucional al artículo 16 inc. f) mal podríamos no hacer lo

mismo con respecto a este articulo 17, que es consecuencia directa de la
inconstitucionalidad contenida tanto en el artículo precitado así como en el artículo 1o de su

ley modificatoria, la Ley N" 3989/2010. Como puede apreciarse, el articulo 16 inc. I de la

Ley No 162612000 o el artículo 1o de la Ley N" 3989/2010 imponen una inhabilitación al

jubilado que puede o pretende volver a contratar con el Estado, y el artículo 17 de dicha ley

declara nulo el acto jurídico por el que se dispuso el ingreso a la función pública en

transgresión de esa ley, en este caso, el ingreso deljubilado.-----------
Por todo lo anterior, estimo que corresponde declarar la inconstitucionalidad de los

artículos analizados precedentemente, porque debemos entender que ni la ley -en este

caso la Ley No 3989l2OlO y la Ley N" 2211909- ni normativa alguna pueden oponerse a lo

establecido en la Constitución Nacional, puesto que carecerán de validez conforme al orden

de prelación que rige nuestro sistema positivo (Art. 137 de la Constitución).---
Por las consideraciones que anteceden, corresponde hacer lugar a la acción

promovida y, en consecuencia, declarar la inaplicabilidad del Art. 1o de la Ley N'
398912010 -que modifica los artículos l6 inc. I y A3 de la Ley N" 162612000-, del Art.
17 de la Ley N" 162612000 " De la Función Pública" y del Art. 251 de la Ley N' 2211909

"De Organización Administrativa y Financiera del Estado ", con relación al accionante; así

como el levantamiento de la medida de suspensión de los efectos de las norrnas impugnadas

concedida por el A.I. N' 234 de fecha 14 de febrero de 2017. Es mi voto.-------

A su tumo la Doctora BAREIRO DE MÓDICA dijo: El Señor Gerardo Báez

Maiola por sus propios derechos y bajo patrocinio de Abogado, en su calidad de Jubilado

de la Administración de Justicia conforme a la Resolución DGJP-B No 1422 de fecha l8 de

abril de 2017 del Ministerio de Hacienda cuya copia autenticada acompaña, se presenta

ante esta Corte Suprema de Justicia a fin de solicitar la inaplicabilidad de los Arts.16 Inc. f)
y 143 de la Ley N" 1626100 "DE LA FUNCION PUBLICA" (modificados por Ley No

3989/10) y contra el Art. 251 de la Ley de Organización Administrativa.---------
Manifiesta el accionante que luego de haberse jubilado de la Administración de

Justicia fue contratado para prestar servicios en el Gabinete del Ministro Dr. César Garay,
embargo a la vigencia de las normas impugnadas su salario por este nuevo cargo

el Ministerio de Hacienda debido a su condición de jubilado. Arguye que

legales conculcan su derecho a acceder a un cargo de la Función Pública
haber obtenido la declaración de su derecho a la jubilación por los años de
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servicios a la Administración de Justicia lo cual no solo es violatorio del Art. 86 de la C.N. 
que garantiza el derecho a un trabajo lícito a todos los habitantes de la República, 
contraviniendo la prohibición de toda discriminación contemplada en el Art. 88, cuando que 
por imperio del Art. 47 Inc. 3, se garantiza el acceso a las funciones públicas no electivas, 
sin más requisitos que la idoneidad. Igualmente aduce, que la jubilación que por ley se le ha 
acordado entró a formar parte de su patrimonio (Art. 109 C.N.), y por lo mismo es un bien 
que no puede ser menoscabado como resultaría por la aplicación de los artículos 
impugnados. 	  

Así las cosas, con posterioridad a la promulgación de la Ley N° 1626/00 se ha 
promulgado la Ley N° 3989/10, que modifica los Arts. 16 Inciso f) y 143 de la Ley N° 
1626/00, sin que los agravios expresados por el accionante se hayan alterado con la nueva 
redacción. Por principio de economía procesal y con el fin de otorgar al ciudadano una 
respuesta cierta a sus reclamos, considero que corresponde declarar inconstitucional la Ley 
N° 3989/10 por las mismas razones que aplico respecto al Art. 16 inciso fi y 143 ya 
analizados en numerosos votos emitidos por esta Magistratura. 	  

Nuestra Carta Magna garantiza la defensa en juicio de las personas y de sus 
derechos, es por ello que la Corte Suprema de Justicia no puede dejar de dar respuesta a los 
reclamos hechos por los ciudadanos, máxime cuando en aplicación al principio "iura novit 
curiae" ello no sólo es una facultad del magistrado, sino su deber analizar el derecho 
positivo aplicable al caso de forma hermenéutica y armoniosa. Conforme a este punto, 
debemos afirmar que la Constitución ya no es una mera carta de organización del poder y 
la declaración de unas libertades básicas sino, antes bien, una norma directamente operativa 
que contiene el reconocimiento de garantías —positivas y negativas— exigibles 
jurisdiccionalmente. 	  

En aplicación de este deber constitucional, considero que si bien los Arts. 16 inciso 
f) y 143 de la Ley N° 1626/00 fueron modificados por Ley N° 3989/10, no fue erradicado el 
agravio constitucional denunciado. Los agravios son exactamente los mismos, 
independiente del número del artículo o de la ley que lo recoja. No debemos confundir la 
ziorma derecho con la norma número, pues las leyes se limitan a normas derechos y 
obligaciones, y estos están y son distintos a la norma número en la cual están sustentadas. -- 

Por otra parte, el Art. 88 de la Ley Suprema establece: "No se admitirá 
discriminación alguna entre los trabajadores por motivos étnicos, de sexo, de edad, 
religión, condición social y preferencias políticas o sindicales...". Sin embargo, la 
disposición prevista en el Art. 251 de la Ley de Organización Administrativa, contempla 
una discriminación del jubilado con relación a los demás funcionarios públicos, cuando que 
el único requisito para acceder al cargo es la "idoneidad", obligándolo además a renunciar 
parte de su patrimonio o a su salario para seguir prestando sus servicios al Estado, 
circunstancia ésta que vulnera el derecho al trabajo. 	  

Por las consideraciones que anteceden, opino que corresponde hacer lugar a la 
presente acción de inconstitucionalidad, y en consecuencia declarar inaplicables los Arts. 
16 Inc. f) y 143 de la Ley N° 1626/00 (modificados por la Ley N° 3989/10) y el Art. 251 de 
la Ley de Organización Administrativa, en relación con el accionante, de acuerdo al Art. 
555 del C.P.C. También se debe levantar la medida de suspensión de efectos dispuesta por 
A.I. N° 234 de fechal 4 de febrero de 2017. Es mi voto. 	  

Con lo que se dio por terminado el acto, 	ando SS.EE., todo por ante mí, de que 
certifico, quedando acordada 	tencia que ivirnedi amente sigue: 
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servicios a la Administración de Justicia lo cual no solo es violatorio del Art. 86 de la C.N.
que garantiza el derecho a un trabajo lícito a todos los habitantes de la República,
contraviniendo la prohibición de toda discriminación contemplada en el Art. 88, cuando que

por imperio del Art. 4l Itc. 3, se garantiza el acceso a las funciones públicas no electivas,
sin más requisitos que la idoneidad. Igualmente aduce, que la jubilación que por ley se le ha

acordado entró a formar parte de su patrimonio (Art. 109 C.N.), y por lo mismo es un bien
que no puede ser menoscabado como resultaría por la aplicación de los artículos
impugnados

Así las cosas, con posterioridad a la promulgación de la Ley No 1626100 se ha

promulgado la Ley N" 3989/10, que modifica los Arts. 16 Inciso I y 1a3 de la Ley No
1626100, sin que los agravios expresados por el accionante se hayan alterado con la nueva
redacción. Por principio de economía procesal y con el fin de otorgar al ciudadano una

respuesta cierta a sus reclamos, considero que corresponde declarar inconstitucional la Ley
N'3989/10 por las mismas razones que aplico respecto al Art. 16 inciso fl y l4j ya
analizados en numerosos votos emitidos por esta Magistraturo.----------

Nuestra Carta Magna garantiza la defensa en juicio de las personas y de sus

derechos, es por ello que la Corte Suprema de Justicia no puede dejar de dar respuesta a los
reclamos hechos por los ciudadanos, máxime cuando en aplicación al principio "iura novit
curiae" ello no sólo es una facultad del magistrado, sino su deber analizar el derecho
positivo aplicable al caso de forma hermenéutica y armoniosa. Conforme a este punto,
debemos afirmar que la Constitución ya no es una mera carta de organización del poder y
la declaración de unas libertades básicas sino, antes bien, una norma directamente operativa
que contiene el reconocimiento de garantías 

-positivas 
y negativas- exigibles

jurisdiccionalmente.-- -----------------;--
En aplicación de este deber constitucional, considero que si bien losArts. l6 inciso

fl y la3 de la Ley N' 1626100 fueron modificados por Ley N'3989/10, no fue erradicado el
agravio constitucional denunciado. Los agravios son exactamente los mismos,
independiente del número del artículo o de la ley que lo recoja. No debemos confundir la
üorma derecho con la norma número, pues las leyes se limitan a nonnas derechos y
obli§aciones, y estos están y son distintos a la norma número en la cual están sustentadas. --

Por otra parte, el Art. 88 de la Ley Suprema establece: "No se admitirá
discriminación alguna entre los trabajadores por motivos étnicos, de sexo, de edad,

religión, condición social y preferencias políticas o sindicales...". Sin embargo, la
disposición prevista en el Art. 251 de la Ley de Organización Administrativa, contempla
una discriminación del jubilado con relación a los demás funcionarios públicos, cuando que

el único requisito para acceder al cargo es la "idoneidad", obligándolo además a renunciar
parte de su patrimonio o a su salario para seguir prestando sus servicios al Estado,

circunstanciaéstaquevulneraelderechoaltrabajo
Por las consideraciones que anteceden, opino que corresponde hacer lugar a la

presente acción de inconstitucionalidad, y en consecuencia declarar inaplicables los Arts.
16 Inc. I y U3 de la Ley N' 1626100 (modificados por la Ley N" 3989/10) y el Art. 251 de

la Ley de Organización Administrativa, en relación con el accionante, de acuerdo al Art.
555 del C.P.C. También se debe levantar la medida de suspensión de efectos dispuesta por
A.I. No 234 de fechal4 de febrero de2017
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A.I. N° 234 de fecha 14 de febrero de 2017. 

ANOTAR, registrar y notificar. 

oil s t. muutO de 
Ministra 

S SECRETARIA (..1 
9 JUDICIAL I 

''Flyit 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD: 
"GERARDO BAEZ MAIOLA C/ ART. 16 INC. F) 
Y 143 DE LA LEY 1626/2000". AÑO: 2016 — N° 
1601. 	  

CORTE 
SUPREMA 
DEJUSTICIA 

• 

...///...SENTENCIA NUMERO: I (-012' 

Asunción, 1 ? 	de 11.0 kenS re.) 	de 2.017.- 

VISTOS: Los méritos del Acuerdo que anteceden, la 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
Sala Constitucional 
RESUELVE: 

HACER LUGAR a la acción de inconstitucionalidad promovida y, en 
consecuencia, declarar la inaplicabilidad de los Arts. 16 inc. f) y 143 de la Ley N° 
1626/2000 "De la Función Pública" -modificados por el Art. 1 de la Ley N° 3989/2010-, y 
el Art. 251 de la Ley de Organización Administrativa, con relación al accionante. 	 

@§ffi ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD:
"GERARDO B.AEZ MAIOLA C/ ART. 16 INC. T)
Y 143 DE LA LFY 1626t2000". AÑo: 2016 - N"

1601.-------

1"1

,4;

i" !-' 
NUMER,: l'to.///. . . SENTENCIA

,, 1l_ 
''r1¡ ¡a

'-Asuncié-n, t? de fioui?ffhP de2.Ol7.-

VIST.OS: Los méritos del Acuerdo que anteceden, la

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
Sala Constitucional
RESUELVE:

HACER LUGAR a la acción de inconstitucionalidad promovida Y, en

consecuencia, declarar la inaplicabilidad de los Arts. 16 inc. f) y 143 de la Ley No

162612000 "De la Función Pública" -modificados por el Art. 1 de la Ley No 398912010-,y

el Art. 251 de la Ley de Organización Administrativa, con relación al accionante.------------

o ORDENAR el levantamiento de la de de efectos dispuesta por

A.I. N' 234 de fecha 14 de febrero de 2017 .---.

ANOTAR, registrar y notificar.
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